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PARTE OFICIAL.

•PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS.

S. M. la REINA nuestra Señora (que 
Dios guarde) y su augusta y Real fami
lia conti mían sin novedad en su impoiv 
taute salud.

GOBIERNO DE LA PROVINCIA
DE

BURGOS.

Circular núm. 228.

Presupuestos municipales.

Los presupuestos municipales 
adicionales para el corriente año 
que no estén en este Gobierno 
para su aprobación el dia l.° de 
Junio próxima, según se prescribe 
en la circular núm. 187, inserta 
en el Boletín oficial de 15 de Abril 
último, quedarán sin curso pre
cisamente.

Lo aviso de nuevo á los Seño
res Alcaldes para que no aleguen 
ignorancia: advirtiendo á los que 
tengan que formar este trabajo 
y que no lo hayan hecho aun, 
que serán responsables de las 
consecuencias, sí por su descuido 
ó negligencia sufre el servicio de 
que se trata algún embarazo.

Burgos 12 de Mayo de 1860. 
Francisco de Otazu.

Circular núm. 229.

Según se prescribe en la regla 
1.a de las públicadas en el Boletín. 

oficial de 1.° de Abril próximo 
pasado, (circular núm 159) de- 
bevá llevarse en todas las Secre
tarías de Ayuntamiento un regis
tro donde se expresará el estado 
en que se hallaren tanto la rotu
lación de calles como la númera- 
cion de las casas, edificios y vi
viendas, anotando en el mismo 
las variaciones que sucesivamente 
ocurran en una y otra, conforme 
á los modelos que cita y se hallan 
en el propio Boletín.

Tengo motivos para creer que 
en muchos Ayuntamientos, no se 
ha llenado esta formalidad. Por 
consiguiente, prevengo á los Se
ñores Alcaldes de los que se en
cuentren en este caso, hagan que 
se abra inmediatamente dicho 
registro bajo su responsabilidad 
y la del Secretario, y que se cum
pla con lo demás que en las cita
das reglas se ordena, procurando 
remitir oportunamente á este Go
biérne por triplicado el estado de 
que trata la 22, todo sin dar lu
gar á que se les vuelva á recor
dar este servicio.

Burgos 12 de Mayo de 1860. 
Francisco de Otazu.

(Gaceta núm. 75.)

MINISTERIO DE LA GOBERNACION.

Gobierno .—Negociado 3,°—Quintas.

El Sr. Ministro déla Gobernación dice 
con esta fecha al Gobernador de la pro
vincia de Logroño lo que sigue:

«Enterada la Reina (q. D. g.) del 
expediente promovido por Juana Serna 
en solicitud de revocación del acuerdo, 
por el cual el Consejo de esa provincia 
declaró soldado á su hijastro Inocente 
Fernandez, quinto por el cupo de Soto de 
Cameros en el reemplazo del año último 
para el ejército:

Visto el párrafo décimo del art. 76 de 
la ley de quintas vigente, por el que se 
exceptúa del servicio militar al hermano 
de uno ó más huérfanos de padre y ma
dre pobres, si los mantiene desde un año 
antes de la publicación del reemplazo, ó 
desde que quedaron en orfandad, decla
rando que serán considerados como huér
fanos para la aplicación de este articulo 
los hijos de viuda pobre que no hayan 
cumplido 17 años, ó se hallen impedidos 
para trabajar, cualquiera que sea su 
edad;

Considerando que eímozo de que se 
trata alegó en tiempo oportuno la excep
ción contenida en el citado párrafo dé
cimo del art. 76, habiendo justificado 
que mantiene á sus tres hermanos de pa
dre, menores de 17 años, y ásu madras
tra viuda y pobre, y que por mas que di
chos hermanos no sean huérfanos de 
madre, concurriendo en esta la circuns
tancia expresada, deben aquellos ser con
siderados como huérfanos para la aplica
ción de la excepción indicada:

Considerando que el Consejo de esa 
provincia declaró soldado al citado mozo 
en la creencia de que no le comprendía 
ninguna de las excepciones contenidas en 
el referido art. 76, porque los expresados 
hermanos tenían madre, que aun cuando 
era viuda y pobre, ni era madre del mozo, 
ni aquellos huérfanos de padre y madre; 
sin tener para ello presente lo prevenido 
al fin de la segunda ¡jarte del citado pár
rafo diez, cuya disposición es aplicable á 
los mozos que se hallan en las circuns
tancias y con los requisitos que concurren 
en el reclamante; S. M., de conformidad 
con el dictamen de la Sección de. Gober
nación y Fomento del Consejo de Estado, 
se ha servido revocar el mencionado 
acuerdo del Consejo de esa provincia, y 
declarar al referido Inocente Fernandez 

comprendido en la cxcepcionque expresa 
el citado1 párrafo diez del art. 76 déla 
ley vigente de reemplazos, mandando en 
su consecuencia que sea dado de baja en 
las filas, y que vaya á cubrir su plaza el 
suplente á quien corresponda.

Al propio tiempo ha tenido á biendis- 
poner S. M. que esta resolución se pu
blique y circule á todas las provincias 
para que se tenga presente en casos aná
logos. »

De Real orden, comunicada por el ex
presado Sr. Ministro, lo traslado á Y. S. 
para los efectos correspondientes. Dios 
guarde á V. S. muchos años. Madrid 29 
de Febrero de 1860,—El Subsecretario, 
Juan de Lorenzana.—Sr. Gobernador de 
la provincia de.....

CONSEJO DE ESTADO.

Real decreto.
i . ' ' .

Doña Isabel II, por la gracia de Dios 
y la Constitución de la Monarquía espa
ñola Reina de las Españas:

A todos los que las presentes vieren 
y entendieren, y á quienes toca su obser
vancia y cumplimiento sabed: que he 
venido en decretar lo siguiente:

En el recurso de nulidad que ante el 
Consejo de Estado pende entre partes, 
de la una D. Aniceto María Muñoz, Al
calde mayor cesante de la provincia de 
Nueva Ecija (en Filipinas), recurrente; 
y de la otra mi Fiscal en representación 
y defensa de la Administración general 
del Estado; sobre que se revoque la sen
tencia en grado de revista pronunciada 
por el Tribunal de Cuentas de Manila el 
5 de Mayo de 1858, que reformó la de 
vista de 27 de Junio de 1856 en cuanto 
hacia relación con la cantidad de 2,154 
pesos fuertes un real y 11 mrs., abo
nados indebidamente por razón de sueldos 
al referido Muñoz, de cuya suma se le 
declaró responsable:

Visto:
Visto el acuerdo de la Audiencia de 

Manila de 29 de Abril de 1853, confir- 



inado por el Gobernador Capitán General 
en 1 ° del siguiente Mayo, suspendiendo 
del cargo de Alcalde mayor áD. Aniceto 
María Muñoz, y que se despachara con
tra este el correspondiente juicio de resi
dencia:

Vista la sentencia dictada por la citada 
Audiencia en Sala de Justicia en 20 de 
Setiembre de 1854, absolviendo de unos 
cargos al residenciado, é imponiéndole 
en razón de otros la multa de 500 pesos, 
parte de costas y algunos encargos y pre
venciones para lo sucesivo:

Visto el acuerdo del 2 de Octubre, 
dictado por la propia Audiencia, y con
firmado también por el superior Gobier
no de Filipinas en 6 de Noviembre, al
zándole al Muñoz la supension, y que 
pasára á hacerse cargo nuevamente de la 
Alcaldía de la provincia de Nueva 
Ecija:

Vistas las cuentas del Real haber da 
aquella provincia, presentadas por el Mu
ñoz en 2 de Enero de 1855 á la Ad
ministración general de Tribuios, y que 
ésta sometió al Tribunal de la Contadu
ría mayor de Felipinas, en las cuales se 
databa aquel los sueldos correspondien
tes á la época de la suspensión, impor
tantes 2.154 pesos un real y 11 mrs.:

Vista la cuestión suscitada en el juicio 
de eximen y calificación de las cuentas 
sobre si era ó nodeabonoaquellapartida, 
la sentencia dictada en 27 de Junio de 
1856 por la Sala contenciosa del Tribunal 
de Cuentas, de acuerdo con lo expuesto 
por el Fiscal, declarando responsable A 
D. Aniceto Muñoz al pago de la cantidad 
de 244 pesos un real y 15 maravedís, A 
que ascendían las resultas deducidas en 
su contra, dando por legítima y de abono 
al mismo la cantidad de los 2.154 pesos 
un real y 11 maravedís que se habia da
tado por razón de dichos sueldos:

Vistos el recurso de restitución inter
puesto por el Ministerio fiscal en favor de 
la Hacienda por haberla ocasionarlo el 
fallo definitivo de 27 de Junio de 1856 
el daño de 2.154 pesos un real y 11 ma
ravedís al declarar legitimo el abono que 
por razón de sueldos so habia datado el 
ex-Alcalde mayor de Nueva Ecija, éin- j 
vocando los derechos que le concedían i 
las leyes 10, titulo XIX, Partida 6.a, y ¡ 
19, titulo XXII, Partida 3.a; y el escrito ■ 
de oposición de Muñoz:

Vistos los escritos de réplica y duplica, 
en los cuales insistieron las partes en 
sus alegaciones, adicionando el deman
dado en un otrosí que por el art. 21 de 
la Real cédula de 30 de Abril de 1855, 
se excluían de la competencia de aquel 
Tribunal todas las cuestiones que exigían i 
decoración de un derecho civil, y pro
puso artículo de prévio y especial pro
nunciamiento pidiendo que se inhibiera 
el Tribunal de su-conocimiento, y que lo 
pasara ál Juzgado de Hacienda:

Visto el auto de 18 de Mayo de 1858 
declarando no haber lugar al articulo, y 
admitiendo el recurso de restitución:

Visto el de nulidad interpuesto por el 
Muñoz contra la anterior resolución, fun
dándose en que provenia de una autori
dad que carecía de jurisdicción para dic
tarla. y el proveído que en su virtud 

recayó denegando la admisión de dicho 
recurso por haber sido entablado contra 
providencia definitiva que decidía una 
cuestión incidental, y no contra una de
cisión ejecutoriada, único caso en que 
procedía según el art. 49 (fe la Real cé
dula vigente:

Vista la sentencia de 5 de Mayo de 
1858' dictada por la Sala Contenciosa 
del Tribunal de Cuentas de Manila, por 
la cual declaró haber lugar A la restitu
ción solicitada por el Ministerio fiscal, y 
reformó en su consecuencia, conforme a 
las pretensiones del mismo, la de 27 de 
Junio de 1856 en lo relativo á la data 
de los sueldos, declarando responsable 
de su importe al cuentadante D. Aniceto 
Muñoz:

Visto el recurso de nulidad interpuesto 
por el apoderado del Muñoz en 12 del 
mismo contra la referida sentencia, 
apoyándose en el art. 151 de la Real cé
dula de 50 de Abril de 4855, porque 
aquella barrenaba los principios de en
juiciamiento, habiéndose apropiado la 
Sala contenciosa una jurisdicción que no 
tenia:

Visto el escrito de mejora de recurso, 
presentado en el Consejo de Estado por 
el recurrente, solicitando se anule y case 
la sentencia de revista del Tribunal de 
Cuentas de Manila por haber sido dada 
contra cosa juzgada y ejecutoriada por 
espacio de dos meses, contra todos los 
recursos conocidos en la legislación vi
gente, y con infracción manifiesta de las 
leyes que dan A las ejecutorias la fuerza 
de irrevocables y que se declaro A su vez 
en toda su fuerza y vigor la sentencia de 
vista de27de Juniode 1856, devolviéndole 
los 2154, pesos y un real y 11 mrs. que 
se leexijieron por apremio, los 500 (leí 
depósito para el recurso y 149 pesos 7 
rs. y 50 céntimos (¡ue entregó demás 
de Monte-pio político, y abono de perjui
cios por el Fiscal de dicho Tribunal ó 
de quien proceda:

Vista la contestación de mi Fiscal, que 
pretende que habiéndosele por adherido 
al citado recurso de nulidad, y teniendo 
también por implorado si fuese necesario 
el beneficio de restitución que al Fisco 
compele contra el lapso del término que 
para recurrir de nulidad contra las deci
siones de los Tribunales de Cuentas de 
Ultramar, prefija el art. 50 de la Real 
cédula de 30 de Abril de 1855, se de
clare haber lugar al mencionado recurso 
contra la sentencia del Tribunal de Ma
nila de 27 de Junio de 1856, y en este 
grado se reforme la cuenta presentada 
por D. Aniceto Muñoz,-desechándole los 
2,154 pesos un real y 11 mrs. que se 
dató por sueldos devengados en la época i 
en que estuvo procesado y suspenso, con 
lo demás que fuera consiguiente á esta 
declaración:

Vistos los escritos de réplica y dupli
ca, en los que insistieron las partes en 
sus respectivas pretensiones:

Vista la ordenanza de 1855 para los 
Tribunales de cuentas de Ultramar, y 
con especialidad los artículos desde el 
46 al 55 y 78:

Visto el reglamento para la ejecución 
de dicha ordenanza, y particularmente 
los artículos 418,151, 152 y 158.

Considerando, en cuanto al recurso de 
nulidad interpuesto por D. Aniceto Mu
ñoz, que la ordenanza y reglamento para 
los Tribunales de Cuentas de Ultramar 
no establecen más recursos contra las de
cisiones ejecutorias en los expedientes de 
cuentas qúe los de aclaración, revisión y 
nulidad, derogando todas las leyes y 
disposiciones que se opongan á lo allí es
tablecido:

Considerando que al reformar el Tri
bunal dé Cttetfíá!8 de Manila por su sen
tencia dé 5 de Mayo de 18581a decisión 
de 27 de Junio de 1856, lo hizo por 
medio del recurso de restitución ín 
integrum, interpuesto por el Fiscal contra 
la expresada decisión, no establecido por 
la ordenanza ni por el reglamento, y por 
lo mismo con manifiesta infracción de 
sus disposiciones:

Considerando, en cuanto A la petición 
de mi Fiscal en el Consejo, (¡ue además 
de serle aplicable la doctrina que queda 
sentada acerca de la restitución in inte
grum, considerando como procedimiento 
ó medio para invalidar la cosa juzgada, 
dicha petición supone la interposición y 
aspira A la admisión de unos, recursos 
que no pueden interponerse sino ante el 
Tribunal que dictó las providencias re
clamadas y admitirse por él, siendo solo 
competente el Consejo de Estado para 
decidir acerca de los de nulidad allí in
terpuestos y admitidos;

Considerando en cuanto A la pretensión 
de D. Aniceto Muñoz, relativa á que se 
ledevuelvan 149 pesos que dice se le exi
gieron demás por razón de Monte-pío; 
que este es un punto ejecutoriado en la 
decisión de 27 de Junio de 1856, y qué 
envuelve una contradicción pedir por me
dio del actual recurso que dicha decisión 
se declare subsistente, y por otra parte 
que se reforme en este extremo consen
tido por él mismo:

Considerando, en cuanto A la indem
nización de perjuicion solicitada por Mu
ñoz contra el Fiscal del Tribunal de 
Cuentas ó contra quien proceda, que ni 
los funcionarios que intervinieron en los 
juicios en representación del Estado, ni 
este en su defecto, pueden ser responsa
bles de los gastos que por los recursos 
que instruyan se originen á las parles, 
cuando se declaran improcedentes, por
que obran en cumplimiento de un deber; 
y de aplicarles la disposición general de 
los reglamentos, se seguiría grave daño 
á la causa pública, infiriéndose además 
de los reglamentos mismos que los Fisca
les no están comprendidos en dicha dis
posición, pues queso les exime de consti
tuir depósito;

< >klo el Consejo de Estado en sesión á 
que asistieron D. Francisco Martínez de 
la Rosa, Presidente; D. Domingo Ruiz 
de la Vega, D. Facundo Infante, D. An
drés García Camba, el Conde de Clo
nan], D. Joaquín José Casaus, D. Ma
nuel Quesada, D. Francisco Tames He- 
via, D. José Caveda, D. AntonioCaballe- 
ro, D. Manuel de Sierra y Moya, Don 
Francisco deLuxán, I). José Antonio de 
Olañela, D. Antonio Escudero, D. Diego 
López Ballesteros, D. Luis Mayans, Don 
Pedro Gómez de Laserna, D. Florencio 

Rodríguez Vaamonde, el Conde de Tor- 
remarin y D. Manuel de Guillamas,

Vengo en declarar haber lugar al re
curso de nulidad interpuesto por Don 
Aniceto María Muñoz contra la sentencia 
del Tribunal de Cuentas de Manila de 5 
de Mayo de 1858, é improcedentes los 
deducidos por mi Fiscal en el Consejo, 
mandando en su virtud que se quede sin 
efecto dicha sentencia, y" subsistente la 
decisión del propio Tribunal dé 27 de 
Junio de 1856, devolviéndose al Don 
Aniceto los 2.154 pesos que se le exigie
ron, y los 500 del depósito constituido 
para este recurso.

Se declara igualmente no haber lugar 
al reintegro pedido por el mismo Muñoz 
de la cantidad que dice habérsele exigido 
de más.

Dado en Palacio á 29 de Febrero de 
1860,—Está rubricado de la Real mano. 
El Ministro de la Gobernación, José de 
Posada Herrera.

Publicación. Leído y publicado el 
anterior Real decreto por mí el Secreta
rio general del Consejo de Estado hallán
dose celebrando audiencia pública el Con
sejo pleno, acordó que se tenga como re
solución final en la instancia y autos á 
que se refiere, que se una á los mismos 
se notifique en forma á las partes, y se- 
inserte en la Gacela, de que certifico.

Madrid 8 de Marzo de 1860.- Juan 
Sunyé.

(Gaceta número 76.)

CONSEJO DE ESTADO.

REAL DECRETO.

Doña Isabel II, por la gracia de Dios 
y la Constitucion.de la Monarquía espa
ñola Reina de las Españas. A todos los 
que las presentes vieren y entendieren, 
y á quienes toca su observancia y cum
plimiento, sabed: que he venido en de
cretar lo siguiente:

«En el pleito que en el Consejo de Es
tado pende en primera y única instancia 
entre partes, de la una el Licenciado 
Don Santiago Alcázar, en representación 
de Dona Juba Bourbaqui, viuda de Don 
Tomás María Vizmanos, curadora de 
Doña Matilde Vizmanos, demandante; y 
de la otra la Administración general, 
demandada, representada por mi Fiscal, 
sobre la nulidad de la venia de una 
huerta que correspondió al convento de 
capuchino.":

Visto:
Vista la subasta de 22 de Diciembre 

de 1847, de laque consta que se tasó 
la finca en 47.000 rs.; que quedó re
matada en 109.000 A favor de D. Pas
cual Canut, el que la cedió A D. Tomás 
María Vizmanos, á quien se le adjudicó 
en 51 del mismo mes por dicha suma:

Vista la solicitud qiie Vizmanos pre
sentó A la Dirección general de fincas 
del Estado pidiendo la rescisión del con
trato mediante A hallarse con la novedad 
de que la nueva carretera de Francia 
atravesaba diagonalmente la huerta y la 

Constitucion.de


dividida en dos trozos, con la circuns
tancia de quedar el mayor de ellos de 
secano; desmereciendo con este motivo 
considerablemente la finca; hechos que 
resultan confirmados por los informes de 
las oficinas;

Vistos ademas otros trámites practica
dos para la sul)asta, de los que resulta 
que los peritos tasadores hicieron un mes 
antes del remate la aclaración de que el 
valor de ios 47.000 rs. dados á la huer
ta era con inclusión del terreno ocupado 
por la carretera, que valuaron en 12.000 
rs., y en 55.000 el resto; con cuyo mo
tivo el Intendente, por decreto de 23 de 
Noviembre de 1847, dispuso constase en 
el expediente para que el lidiador lo tu
viera presente, y para que el sugeto én 
quiqn se rematara pudiese reclama r de 
contratista de la carretera el importe del 
terreno ocupado, si bien no se dio cono
cimiento de esta resolución á lá Junta de 
Ventas, por lo que no se hizo constar en 
las diligencias practicadas en esta córte 
para la doble subasta:

Visto el acuerdo de la Junta de 51 de 
Mayo de 1849, en que se declaró nulo e 
remate de la huerta y ordenó se volvie
se á subastar, encargando á las oficinas 
reclamasen de quien correspondiese la 
indemnización del terreno ocupado por la 
carretera:

Vista la nueva solicitud que Vizmanos 
emitió á la Dirección para que se llevase 
á efecto el anterior remate á su favor, y 
la resolución de esta dependencia dada 
en 50 de Junio del mismo año de 1849 
accediendo á ella:

Vistas las pretensiones posteriores, en 
que el interesado reclamó la nulidad por 
estar muy alta la tasación de la finca, 
sufriendo por eso la lesión enormísima; 
y las Reales órdenes de 19 de Mayo de 
1852, 4 de Mayo de 1853 y 22 de 
Julio de 1856, conformando lo resuelto 
por la Dirección:

Vista la demanda, en la que Vizmanos 
pide se declare nulo el remate, se le de
vuelvan los plazos exigidos y se le abo
nen los gastos ocasionados, con indem
nización de gastos y perjuicios:

Visto el escrito de mi fiscal, en que 
solicita se desestime la demanda, y los 
de duplica y contrarréplica repoduciendo 
sus anteriores gestiones;

Considerando que si bien ai efectuarse 
el remate hubo error acerca de la cosa 
vendida, despues el comprador Vizma
nos, con entero conocimiento de causa, 
y sin pedir reducción del precio ofrecido 
en la subasta ni rebaja de los 12.000 rs. 
que dieron de valor los peritós en Gua- 
dalajara al terreno que había de perder 
la huerta, solicitó incondicionalmente la 
revalidación de la venta, que fué acor
dada por la Junta; quedando así purga
do el vicio de que al principio adoleció 
el contrato, y firme este por la voluntad 
á ambos contrayentes:

Considerando que tales actos equiva
lieron por parle de Vizmanos á la acep
tación pura y simple de la venta de la 
huerta tal cual esta se hallaba al tiempode 
pedir la rivalidación, ó sea á recibirla divi
da en dos trozos, y con derecho á recla

mar de quien correspondiera el valor de 
la parte ocupada por la carretera:

Considerando que por lo mismo la 
obligación de la Hacienda pública está 
reducida al saneamiento de lo que importe 
dicho terreno ocupado, cuando no le sea sa
tisfecho por quien deba hacerlo en la can
tidad y del modo que dispone la ley de 
expropiación forzosa;

Oido el Consejo de Estado en sesión á 
que asistieron D. Domingo Ruiz de la 
Vega, Presidente; Don Facundo Infante, 
Don Andrés García Camba, el Conde de 
Clonard, Don Joaquín José Casaus, Don 
Manuel Quesada, Don Francisco lames 
Hevia, Don José Caveda, Don Antonio 
Caballero, Don Francisco de Luxan, Don 
José Antonio Olañeta, Don Serafín Esté- 
banez Calderón, Don Antonio Escudero, 
Don Diego López Ballesteros, Don Pedro 
Gómez de la Serna, Don Florencio Ro
dríguez Vaamonde, Don Manuel de Gui- 
llamas, Don Manuel Moreno López, y 
Don Cirilo Alvarez,

Vengo en absolver á la Administración 
de la demanda deducida en estos autos, 
y en confirmar las Reales órdenes recla
madas.

Dado en Palacio á veinte y nueve de 
de Febrero de mil ochocientos sesenta. 
—Está rubricado de la Real mano.—El 
Ministro de la Gobernación, José de Po
sada Herrera.»

Publicación. Leido y publicado el 
anterior Real decreto por mí el Secreta
rio general del Consejo de Estado hallán
dose celebrando audiencia pública el Con
sejo pleno, acordó que se tenga como re
solución final en la instancia y autos á 
que se refiere; que se una á los mismos; 
se notifique en forma á las partes y se 
inserte en la Gaceta, de que certifico.

Madrid 8 de Marzo de 1860.—Juan 
Sunyé.

(Gaceta número 77.)

MINISTERIO DE FOMENTO.

REAL DECRETO.

En atención á las razones que me ha 
expuesto el Ministro de Fomento,

Vengo en decretar lo siguiente:
Se suprime la plaza de Jefe de la sec

ción de ferro-carriles, creada en la Direc
ción general de Obras públicas por mi Re
al decreto de 7 de Julio de 1858, que
dando muy satisfecha de los buenos ser
vicios que en su desempeño ha prestado 
D. Tomás de Ibarrola, y proponiéndome 
utilizarlos oportunamente.

Dado en Palacio á catorce de Marzo 
de mil ochocientos sesenta.

Está rubricado de la Real mano.El Mi
nistro de Fomento, Rafael de Bustos y 
Castilla.

Obras públicas

limo. Sr. De conformidad con lo propues- 
topor la Junta consultiva deCaminos, Ca
nales y Puertos, S. M. la Reina (Q. D. G.)

ha tenido á bien autorizar á D. Fran
cisco Calvo y D. Mariano Potó para que. 
salvo el derecho de propiedad y sin per
juicio de tercero, puedan ejecutar sobre 
el rio Cinca las obras necesarias á fin de 
aumentar las aguas que conduce la ace
quia llamada de Pomár, y aprovecharlas 
como fuerza motriz de una fábrica de 
hilados y tejidos y otra de harinas que 
intentan construir en el término del pue
blo de aquel nombre, provincia de Hues
ca, debiendo sujetarse á las condiciones 
siguientes:

1 ,a La forma de la presa podrá va
riarse al tiempo de la ejecución, si se 
considerase conveniente, y también el 
emplazamiento de la misma hasta 10 
metros mas abajo, pero sin que su co
ronación pueda alcanzar mayor altura 
que la marcada en el plano, y refiriendo 
esta á un punto invariable del terreno 
para qué pueda ser comprobada en todo 
tiempo.

2. a Los taludes de los desmontes 
deberán tener la inclinación que corres
ponda según la dureza y calidad de las 
tierras, con arreglo á las buenas teorías.

3. a Los concesionarios quedan obli
gados á respetar los riegos existentes, 
proporcionándoles gratuitamente la misma 
cantidad de agua queeneldia disfrutan, 
sirviendo de medida la que pueda pasar 
porel puente-canal llamado Arcada de 
Pomar.

4. a Para que pueda conservarse per- 
pétuamenlc la medida de que habla la 
condición anterior, se verificará un aforo 
con todas las formalidades legales por 
peritos nombrados por ambas partes in
teresadas.

5. a Los concesionarios no podrán 
distraer en el riego ni otros usos que el 
movimiento de los artefactos las aguas 
que en virtud de esta autorización han de 
tomar directamente del rio; y despues de 
haber funcionado en aquellos, las de
volverán íntegras á su cauce natural, á 
cuyo efecto construirán el oportuno ca
nal de desagüe.

6. a Se ejecutarán las obras con ar
reglo al proyecto aprobado y bajo la 
inspección del Ingeniero Jefe de la pro
vincia.

7. a El Gobierno se reserva la facul
tad de disponer de estas aguas siempre 
que estime conveniente establecer un sis
tema general de aprovechamiento de las 
del expresado rio, sin que en tal caso 
puedan reclamar los concesionarios nin
gún género de indemnización.

De Real orden lo comunico á V. I. para 
su conocimiento y efectos consiguientes. 
Dios guarde á V. 1. muchos años. Ma
drid 12 de Marzo de 1860.—Corvera.

Sr. Director general de Obras públicas.

Illmo. Sr.: Accediendo S. M. la 
Reina (q. D. g.) á lo solicitado por Don 
José Arnau y Navarro, vecino de esta 
córte, ha resuelto concederle un nuevo 
plazo de seis meses sobre los que se le 
señalaron por las Reales órdenes de 12 
de May» y l.° de Octubre del año último, 
para practicar los estudios dé un canal 

de riego derivado del rio Guadalquivir 
que fertilice la vega de Andújar, en la 
provincia de Jaén; entendiéndose esta 
nueva autorización con las mismas sal
vedades y condiciones que la primitiva.

De Real orden lo digo á V. I. para 
su inteligencia y efectos consiguientes. 
Dios guarde á V. I. muchos años. Ma
drid 12 de Mano de 1860.—Corvera.
Sr. Director general de Obras públicas.

Illmo. Sr.: Conformándose S. M. la 
Reina (q. D. g.) con lo propuesto por la 
Junta consultiva de Caminos, Canales y 
Puerlos, ha tenido á bien autorizar á 
D. Miguel Antonio Aguirrezabala, Ge- 
rante de la sociedad minera titulada Los 
Carpetanos, para que, salvo el derecho 
de propiedad y sin perjuicio de tercero, 
aproveche las aguas del arroyo llamado 
Gudillos, como motor de un labadero de 
minerales que intenta establecer en el 
término del Espinar, provincia de Sego- 
via, debiendo sujetarse á las condiciones 
siguientes:

1. a No podrán aplicarse las aguas á 
riegos ni á otros usos que el movimiento 
del artefacto y beneficios de los minera
les; y despues de haber prestado este 
servicio, se devolverán á su cauce na
tural.

2. a Se ejecutarán lasobras con arre
glo al proyecto presentado y bajo la 
inspección del Ingeniero Jefe de la 
provincia.

3. a El Gobierno se reserva la facul
tad de disponer de eslasaguassi asi fuese 
conveniente para establecer un sistema 
general de aprovechamiento de las del ex
presado arroyo, sin que pueda reclamar 
en tal caso el concesionario indemniza
ción de ningún género.

De Real orden lo digo á V. I. para su 
conocimiento y efectos consigientes. Dios 
guarde á V. I. muchos años. Madrid 15 
de Marzo de 1860.—Corvera.
Sr. Director general de Obras públicas.

{Gaceta núm. 78.)

MINISTERIO DE LA GOBERNACION.

Reales Decretos.

En el expediente y autos de competen
cia suscitada entre el Gobernador de la 
provincia de Santander y el Juez de pri
mera instancia de Torrelavega, de los 
cuales resulta:

Que D. José González Quijano, vecino 
de San Felices, demandó en juicio ver
bal de faltas á D. José Diaz Barcenas, 
por heber entrado unos novillos de la 
propiedad de este en un cercado de 
González y haberle inferido daño:

Que celebrado el juicio, denegó el de
mandado la propiedad en el cercado por 
ser procedente de bienes de propios y no 
haberse verificado el pago, según consta
ba en las cuentas del Ayuntamiento.

Que á consecuencia de esto citó á 
juicio D. José González á D. Joaquín 



Díaz Quijano, Secretorio y Depositario 
que fué de los bienes de propios en la 
época en que decia adquirió el cercado, 
á fin de que bajo juramento manifestase 
se había ó no recibido del interesado los 
500 rs. en que la finca estaba tasada:

Que verificada la comparecencia del 
Depositario, declaró bajo juramento no 
haber percibido aquella cantidad,, en vista 
de lo que resultó absuelto Barcenas:

Que interpuesta apelación de este auto 
ante el Juez de primera instancia de Tór
rela vega, y habiendo presentado González 
Quijano una carta de pago en que el De- 
|K)sitario del Ayuntamiento de San Fe
lices D. Joaquín DiazQuijano, confesaba 
haber recibido 300- rs., importe del re
ferido cercado, cuya carta de pago estaba 
intervenida por el Alcalde, condenó el 
Juzgado á Díaz Quijano al pago de la 
expresada suma:

Que con estos antecedentes, acompa
ñados de un certificado del Ayuntamiento 
de San Felices que aseguraba no consta
ba en las cuentas del Depositario Diaz 
Quijano la cantidad percibida por el cer
cado, por cuya razón el Ayuntamiento 
había dispuesto abonara González de nue
vo su importe sin perjuicio de lo que pu
diera reclamar del Depositario, presentó 
González- Quijano ante el Juzgado de Tor- 
relavega una acusación criminal contra 
Diaz Quijano como reo de delito de falso 
testimonio y malversación de caudales 
públicos calificándole posteriormente reo 
de estafa y hurto:

Que seguida la causa por lodos sus 
trámites y formalizada la acusación alegó 
el acusado era necesario, para que fuese 
p recesado la autorización competente co
mo funcionario del orden administrativo:

Que estimado procedía pedir la auto
rización, el Gobernador de la provincia 
de Santander, no solamente la negó, sino 
que oído el Consejo provincial requirió al 
Juzgado de inhibición, fundándose en que 
sinel exámen y aprobación de las cuentas 
municipales no podia patentizarse existia 
defrau laeion 0n los intereses públicos; y 
por lo tanto (pie siendo las Autoridades 
del orden administrativo las que debían 
aprobar las cuentas del Ayuntamiento de 
San Felices, se presentaba en este juicio 
una cuestión prévia correspondiente á la 
Administración.

Que el Juez despue? de oir al Fiscal 
y querellante, dictó sentencia declarán
dose incompetente y mandando la remi
sión de lo actuado al Gobernador de la 
provincia:

Que interpuesta apelación ante la Au
diencia del territorio, esta fundándose en 
que el hecho que daba origen á la querella 
constituía un delito común, revocó la 
sentencia del Juez y le mandó sostuviera 
la'competencia, de lo cual resultó el pre
sente conflicto:

Vistos los artículos 66 y 70 de la 
Constitución de 1845, hoy vigente, se
gún los cuales la averiguación y castigo 
délos delitos.corresponde exclusivamente 
á los Tribunales y Juzgados bajo su res
ponsabilidad:

Visto el párrafo primero, art. 3.° del 
Real decreto de 4 de Junio de 1847, que 

en los juicios criminales solo permite en 
dos casos á los Jefes polítidos, hoy Go
bernadores, provocar competencias sien
do el segundo de estos casos, el de cor
responder, según la ley, á la Autoridad 
administrativa la decisión de alguna 
cuestión prévia de que dependa el fallo 
que los Tribunales ordinarios y especiales 
hayan de pronunciar:

Considerando.:
1. " Que la base del procedimiento-, 

por el que se persigue criminalmente al 
Depositario del Ayuntamiento de San 
Felices, es la querella presentada por 
D. José González Quijano, acusándole de 
perjuro y otros delitos, lo cual constituye 
un hecho extraño al exámen y califiacion 
de las cuentas de los caudales que esta
ban á su cargo:

2. ” Que en este concepto no existe en 
el caso presente cuestión prévia que dé 
origen á la competencia de las Autorida
des administrativas, quedando expedita 
su acción á las judiciales para la averi
guación y castigo del hecho denunciado;

Oido el Consejo de Estado,
Vengo en decidir esta compatencia á 

favor de la Autoridad judicial.
Dado en Palacio á siete de Marzo de 

mil ochocientos sesenta.
Está rubricado de la Real mano .—El 

Ministro de la Gobernación, José de Po
sada Herrera.

En el expediente y autos de competen
cia suscitada entre el Gobernador de la 
provincia de Huesca y el Juez de prime
ra instancia de la capital, de los cuales 
resulta:

Que Don Faustino Pérez, vecino de 
Huesca, presentó ante el Juzgado de pri
mera instancia un interdicto de obra nue
va contra D. Francisco Berdejo, de igual 
vecindad, por haber empezado á abrirla 
zanja para el cimiento de una pared en 
la calle de San Francisco de la misma, 
resultando con su construcción entera
mente cerrada la calle con grave detri
mento de los intereses del demandante, 
(pie poseía en ella dos casas:

Que admitida la denuncia, verificado 
el juicio venal al que no asistió el de
mandado é inspeccionada la obra denun
ciada, resultó comprobado el hecho de 
que se deducia la anchura de la calle, 
por lo que el Juzgado pronunció senten
cia suspendiendo la obra y mandando se 
repusieran las cosas al ser y estado que 
tenían anteriormente:

Que presentado escrito por parte de 
Don Faustino Pérez para que se diera 
fuerza ejecutoria á la sentencia y se pro
cediera á la tasación de costas ántes de 
que resultasen estas liquidadas y apro
badas, y concedida la fuerza ejecutoria 
solicitada, el Gobernador de la provin
cia, á instancia del Ayuntamiento de 
Huesca, requirió de inhibición al Juzga
do, fundándose en que la obra que Don 
Francisco Berdejo estaba haciendo en 
las casas de su pertenencia provenía de 
las modificaciones introducidas por el 
Ayuntamiento en el plano de la ciudad, 
con motivo de la nueva alineación de 

edificios en la travesía de la carretera 
de Zaragoza, y que el terreno que apa
recía tomado á la calle de San Francisco 
le estalla concedido al demandado como 
compensación de otro que se le liabia ex
propiado en virtud de acuerdo del Ayun
tamiento:

Que atacando Perez este acuerdo por 
falta de la publicidad debida, el Juez, 
oído el dictámen fiscal, rechazó la inhibi
toria como interpuesta en juicio terminado 
con sentencia ejecutoria:

Que finalmente, insistiendo el Gober
nador de la provincia, resultó el presente 
conflicto:

Visto el art. 74, párrafo décimo déla 
ley de 8 de Enero de 1845, que atribu
ye al Alcalde, como Administrador del 
pueblo, representarle en juicio, ya sea 
como actor, ya conto demandada:

Visto el art. 81, párrafo cuarto de la 
citada ley, que atribuye á los Ayunta
mientos la facultad de deliberar sobre la 
formación y alineación de las calles, pla
zas y pasadizos:

Vista la Real orden de 8 de Mayo de 
1839, que prohibe los interdictos de ma
nutención y despojo contra los acuerdos 
de los Ayuntamientos en materia de sus 
atribuciones:

Visto el art. 5.°, párrafo tercero del 
Real decreto de 4 de Julio de 1847, que 
prohibe á los Jefes políticos, hoy Gober
nadores, suscitar contiendas de compe
tencia en los ¡vleitos fenecidos por senten
cia pasada en autoridad de cosa juzgada:

Considerando:
1. ° Que con arreglo al art. 74 de la 

ley ántes citada solo el Alcalde como re
presentante del pueblo corresponde ejer
cí Lar en juicio la acción popular, por lo 
cual D. Faustino Perez no pudo entablar 
su demanda más que como particular, 
para conservar la servidumbre que pare
ce tenían á su favor las casas de que se 
trata:

2. " Que siendo la obra ejecutada por 
D. Francisco Berdejo consecuencia de un 
acuerdo de la Municipalidad en materia 
de sbs exclusivas atribuciones según la 
ley do Ayuntamientos, es aplicable al 
caso presente la Real orden de 8 de Ma
yo de 1839, puesto que por la sentencia 
de un interdicto se ha venido á invalidar 
aquel acuerdo en contra del espíritu y 
prescripciones de la Real orden ya citada:

3. ° Que es inadmisible el fundamento 
qne se invoca para sostener la jurisdic
ción ordinaria en el concepto de (pie se 
trata de un negocio fenecido por senten
cia ejecutoriada, puesto que, como repe
tidas veces se ha dicho en casos análogos, 
el auto proveído en un interdicto no pue
de producir la ejecutoria de que habla el 
articulo y párrafo últimamente citados 
del Real decreto de 4 de Junio de 1847;

Oido el Consejo de Estado,
Vengo en decidir esta competencia á 

favor de la Administración.
Dado en Palacio á siete de Marzo de 

mil ochocientos sesenta.
Está rubricado de la Real mano.—El 

Ministro de la Gobernación, José de Po
sada Herrera.
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Anuncios Oficiales

CAMINO DE. BURGOS Á BEBCEDG.

Arriendo de Portados.

En el Boletín oficial de 1 .°$el corriente, 
número 77, al anunciar el arriendo de los 
portazgos, se dijo por un error involun
tario que al presentar los pliegos cerra
dos en que se hagan las proposiciones ha 
de acreditarse haber consignado en la 
Caja de Depósitos ó en la Depositaría de 
la Comisión, la cuarta parte del importe 
do \a. proposición misma, y debe tenerse 
entendido que esta cuarta parte basta que 
sea la del tipo publicado, y no la de la 
proposición. Burgos 12 de Mayo de 1860. 
—El Gobernador Presidente de la Comi
sión, Francisco deOlazu.

Se halla vacante la Secretaría del 
Ayuntamiento de Albillos, dotada con la 
cantidad de quinientos reales anuales, 
pagados de los fondos municipales. Los 
aspirantes que deseen obtenerla, dirijirán 
sus solicitudes al presidente de aquella 
corporación, en el término de un mes á 
contar desdo la inserción de este anuncio 
en la Gaceta y en el Boletín oficial de la 
provincia, como se previeneen el art. 2.a 
del Real decreto de 19 de Octubre de 
1853,—Burgos 12 de Mayo de 1860.— 
Francisco deOtazu.

Don Juan Cano y Latur, Juez de primera 
instancia de esta villa de Roa y su 
partido.
Por este edicto llamo, cito y emplazo 

á D. Francisco Alvarado, vecino de Se
cadura, para que en el término de nueve 
dias se presente en este mi Juzgadoá dar 
una declaración.

Dado en Roa á nueve de Mayo de mil 
ochocientos sesenta.—Juan Cano y Latur. 
Por su mandado, Crispulo Durango.

Corresponde á la letra con su original 
que en la causa de su razón es á que me 
refiero caso necesario, y para que conste 
al Sr. Gobernador civil de esta provincia 
de mandato judicial, pongo este que signo 
y firmo en Roa fecha ut snpra.—V.° B.° 
—Juan Cano y Latur.—CrispidoDurango.

Anuncios Particulares.

Se venden á voluntad de su dueño, y de 
su inmediato sucesor todas las fincas cor
respondientes al Condado de Loja, radi
cantes en el Valle de Valdivielso y que 
producen en renta cincuenta y cinco fa
negas y media de trigo, con treinta y 
cuatro fanegas y media de cebada.

Las personas que quieran interesarse 
en su compra pueden dirigirse á Don Re
migio Bustamante, en Medina de Pomar, 
ó á Don Juan Félix Pedraja y Samiego 
en el pueblo de Licuores, provincia de 
Santander facultados al efecto.

Establecimiento Tipográfico be la 
Excma. Diputación; á cargo de Jiménez


